SENTENCIA DETUTELA DE 2ª INSTANCIA - 011
RADICACIÓN: 660013187001201800148-01
ACCIONANTE: LUÍS CARLOS BALLESTEROS MUÑOZ
CONFIRMA

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
SEGURIDAD SOCIAL / INCAPACIDADES MÉDICAS / NO SON RECOBRABLES POR LAS EPS AL FOSYGA.
… en cuanto a la petición subsidiaria, para que se autorice en la sentencia el recobro ante el FOSYGA por el pago de las incapacidades que asuma la EPS con ocasión a la orden del juez de tutela, dirá esta Corporación que se trata de una pretensión por fuera de los límites legales. Sobre este tópico la H. Corte Constitucional en sentencia T-786/10, dijo: (…)

“En lo que respecta a las incapacidades laborales, estas se encuentran expresamente reconocidas por en el artículo 206 de la ley 100 de 1993 (supra 5), y de conformidad con lo establecido por los Decretos 1804 de 1999 y 783 de 2000, el reconocimiento de los prestaciones derivadas de incapacidad laboral es una obligación de carácter legal que recae sobre las Entidades Prestadoras de Salud, por cuyo reconocimiento y pago las EPS no se puede solicitar ningún tipo compensación o reembolso por parte del Fondo de Solidaridad y Garantía…”
                       REPÚBLICA DE COLOMBIA

                                 PEREIRA-RISARALDA 
                                     RAMA JUDICIAL 
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TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL
             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, primero (1°) de febrero de dos mil diecinueve (2019).
                                                         
Acta de Aprobación N° 063
                                              Hora: 10:00 a.m.
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por el apoderado de la NUEVA EPS, contra el fallo de tutela proferido por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, con ocasión de la acción instaurada por el señor LUÍS CARLOS BALLESTEROS MUÑOZ.
2.- DEMANDA 

Lo sustancial de los hechos que plantea en el escrito de tutela el señor BALLESTEROS MUÑOZ, se pueden sintetizar así: (i) en mayo 14 de 2018 sufrió un accidente de tránsito y presentó fractura de pelvis y cadera; (ii) por lo anterior, le expidieron dos meses de incapacidad –mayo y junio-; (iii) en julio 12 de 2018 el médico tratante le extendió la incapacidad a cuatro meses –julio, agosto, septiembre y octubre de 2018-; (iii) el total de incapacidades suman ocho meses, de las cuales a la fecha solo le han pagado el mes de julio de 2018; (iv) las incapacidades han sido presentadas en la EPS dentro del término establecido por la ley, sin existir observación alguna sobre la presentación de las mismas; (v) antes del accidente se desempeñaba como conductor de un taxi, labor que ya no puede desempeñar debido a su discapacidad, situación que ha afectado sus ingresos económicos y su calidad de vida.

Pide se amparen sus derechos fundamentales, y en consecuencia se ordene a la NUEVA EPS pagar las incapacidades que adeuda.

3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- Una vez se avocó el conocimiento de la acción constitucional, el juez de primera instancia corrió traslado de la misma a la NUEVA EPS, pero guardó absoluto silencio.

3.2.- Culminado el plazo constitucional el juez de primer nivel mediante sentencia de diciembre 24 de 2018 amparó el derecho fundamental al mínimo vital del señor LUÍS BALLESTEROS y le ordenó a la NUEVA EPS reconocer y pagar las incapacidades médicas prescritas por el médico tratante y generadas desde mayo 14 de 2018 a diciembre 24 de 2018, que corresponde a los 180 días iniciales. Igualmente advirtió que las incapacidades superiores a los 540 días serán reconocidas por la EPS, hasta que se reconozca su pensión de invalidez o pueda reintegrarse al desempeño de sus labores.
Para llegar a la anterior determinación señaló que la negativa en el pago de la prestación económica ocasiona la afectación al mínimo vital del accionante, el cual se traduce en las dificultades que tiene actualmente para subsistir.
4.- IMPUGNACIÓN

Una vez le fue comunicada la decisión proferida, el apoderado de la NUEVA EPS, dentro del término oportuno presentó un escrito mediante el cual solicita la nulidad de todo lo actuado, y argumenta: (i) existe un correo electrónico de notificación enviado por parte del Centro de Servicios Administrativos de Ejecución de Penas, sin embargo, se logra evidenciar que el correo llegó sin documentos adjuntos, motivo por el cual no tramitaron la acción de tutela; (ii) el anterior error obedece exclusivamente al operador judicial quien envió un correo sin documentación adjunta y dio por notificada la acción de tutela; (iii) en cuanto a las vías de hecho en las actuaciones judiciales hizo mención a varias sentencias entre ellas la T-362/02, T-845/99, T-055/94; (iv) advierte que existe violación del debido proceso y del derecho de defensa, toda vez que el juzgado de instancia dispuso la notificación sin que la misma fuera efectivamente cumplida, y profirió fallo; y (v) la entidad no tuvo la oportunidad de exponer sus argumentos de defensa, no obstante, se profiere fallo que genera consecuencias directas en contra de la EPS.
5.- PRUEBAS

Por parte de la Sala se ordenó requerir a la Secretaría del Centro de Servicios Administrativos de los Juzgados de Ejecución de Penas, con el fin de clarificar lo relacionado con el enteramiento a la NUEVA EPS de la iniciación del presente trámite constitucional, obteniéndose la respuesta pertinente.

6.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), según las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00, modificado por los Decretos 2591/91 y 1983 de 2017.

6.1.- Problema planteado
Corresponde al Tribunal en primer lugar establecer si de conformidad con los planteamientos del impugnante, estamos ante una causal de nulidad por vulneración al derecho de defensa, y de no acreditarse tal situación se deberá estudiar si es procedente o no autorizar el recobro ante el FOSYGA por el pago de las incapacidades que asume la EPS, como quiera que en la impugnación la entidad accionada elevó subsidiariamente dicha petición.
6.2.- Para resolver, SE CONSIDERA: 
La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

Con antelación a ingresar en el fondo del asunto y como quiera que por parte del apoderado de la NUEVA EPS se hace alusión a una irregularidad procesal que podría conllevar la nulidad de lo actuado por vulneración del debido proceso, concretamente en su componente del derecho de defensa, según la entidad al no haberse corrido traslado de los documentos como archivo adjunto en el correo electrónico mediante el cual se llevó a cabo la notificación, procederá la Corporación a pronunciarse al respecto.

Efectivamente y corroborado con el Centro de Servicios Administrativos de los Juzgados de Ejecución de Penas la notificación del auto admisorio se llevó a cabo por correo electrónico, empero no le asiste razón a la entidad accionada cuando señala que no llegaron los documentos adjuntos, y se puede concluir así por cuanto la Sala requirió a dicho despacho con el fin de que aclarara tal situación, y al respecto se tiene que sí enviaron la información de la acción de tutela –demanda y documentos anexos- al correo electrónico SECRETARIA.GENERAL@NUEVAEPS. COM. CO
, como se aprecia del pantallazo y el correo recibido en la Sala por parte del Centro de Servicios del cual se vislumbra que si adjuntaron los archivos
.
Así las cosas, no existe razón alguna para declarar la nulidad de lo actuado, toda vez que no se aprecia afectación de garantías esenciales; pero además, se determina así, por cuanto la entidad sí reconoció haber recibido el correo electrónico, y si en gracia de discusión presentaron dificultades para descargar los archivos adjuntos, nada impedía que la entidad solicitara al Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad el reenvío del correo con la respectiva información.

Por lo anterior, no se accederá a la pretensión principal de la entidad accionada.

Ahora, en cuanto a la petición subsidiaria, para que se autorice en la sentencia el recobro ante el FOSYGA por el pago de las incapacidades que asuma la EPS con ocasión a la orden del juez de tutela, dirá esta Corporación que se trata de una pretensión por fuera de los límites legales. Sobre este tópico la H. Corte Constitucional en sentencia T-786/10, dijo:

“Como se advierte, el FOSYGA se crea como una subcuenta de compensación sobre la cual puede repetir las Entidades Prestadoras de Salud que asuman obligaciones que exceden las estipuladas contractual y legalmente. Por tanto, la posibilidad de recobro se encuentra supeditada a que las entidades obligadas a compensar estén en un escenario en el que la prestación requerida esté expresamente excluida del Plan Obligatorio de Salud.
 
Esta es, precisamente, la regla contenida en el artículo 88 del Decreto 806 de 1998, reglamentario de la Ley 100 de 1993, que establece que los contenidos y exclusiones del Plan Obligatorio de Salud son los indicados por el Acuerdo 8 del Consejo Nacional de Seguridad Social en Salud y desarrollados por la Resolución 5261 de 1994 del Ministerio de Protección Social hasta tanto dicho Consejo defina nuevos contenidos y exclusiones. 

 
8. En lo que respecta a las incapacidades laborales, estas se encuentran expresamente reconocidas por en el artículo 206 de la ley 100 de 1993 (supra 5), y de conformidad con lo establecido por los Decretos 1804 de 1999 y 783 de 2000, el reconocimiento de los prestaciones derivadas de incapacidad laboral es una obligación de carácter legal que recae sobre las Entidades Prestadoras de Salud, por cuyo reconocimiento y pago las EPS no se puede solicitar ningún tipo compensación o reembolso por parte del Fondo de Solidaridad y Garantía.
 
No se puede considerar que cuando una EPS asume el pago de una incapacidad laboral, el equilibrio financiero del sistema se ve afectado, por cuanto los afiliados al régimen contributivo tienen derecho a recibir dentro del Plan Obligatorio de Salud el reconocimiento de las incapacidades por enfermedad general, y a su vez, las EPS tienen el deber legal de asumir dichas prestaciones.” –subraya y negrilla de la Sala-
Así las cosas, esta Colegiatura confirmará la decisión del Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.).

Por último, se ordenará por Secretaría oficiar al representante legal de la NUEVA EPS con el fin de que haga un llamado de atención a la persona a cargo de recibir los correos electrónicos para que verifique en tiempo oportuno la información que es enviada a dicha cuenta, de tal manera que si algún documento no se adjunta y es de vital importancia para dar respuesta a un traslado de una acción de tutela, se puedan tomar los correctivos del caso ante el respectivo despacho que envió la información, con el fin de que no se repitan esta serie de situaciones. Por demás y por supuesto, para que una afirmación en el sentido de no haber recibido la información correspondiente no vuelva a hacerse, ello en cuanto no corresponde a la verdad y todo indica que se trata de una aseveración utilizada indebidamente para dilatar el cumplimiento de lo requerido.
7.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA
PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia de tutela proferida por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), objeto de este proferimiento.

SEGUNDO: Por secretaría se oficiará al representante legal de la NUEVA EPS con el fin de que haga un llamado de atención a la persona a cargo de recibir los correos electrónicos para que verifique en tiempo oportuno la información que es enviada a dicha cuenta, de tal manera que si algún documento no se adjunta y es de vital importancia para dar respuesta a un traslado de una acción de tutela, se pueda tomar los correctivos del caso ante el respectivo despacho que envió la información, con el fin de que no se repitan esta serie de situaciones. Por demás y por supuesto, para que una afirmación en el sentido de no haber recibido la información correspondiente no vuelva a hacerse, ello en cuanto no corresponde a la verdad y todo indica que se trata de una aseveración utilizada indebidamente para dilatar el cumplimiento de lo requerido.

TERCERO: Por secretaría se remitirá el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.

Contra la presente providencia no procede recurso alguno.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
      JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario de la Sala,
WILSON FREDY LÓPEZ
� Ver folio 51 y 52


� El correo electrónico de la entidad para efectos de notificaciones judiciales 


� Constancia del Auxiliar Judicial, Folio 52
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